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SALA PRIMERA Nam. de Registro: 1696/88
EXcmos. Sres.: ASUNTO: Amparo promovido por
D. Francisco Tomés y Valiente PREMSA NOVA, S.A., y otro.
D. Fernando Garcia-Mén

Gonzalez-Regueral SOBRE: Sentencias del Tribu-
D. Carlos de la Vega Benayas nal Supremo y Sala de lo Civil
D. Jesus Leguina Villa de la A.T. de Palma de Mallior-
D. Luis Lépez Guerra ca, en proceso sobre protlec-
D. Vicente Gimeno Sendra cién civil del derecho al jho-

nor.

La Sala, en la pieza separada de suspensién, co-

rrespondiente al asunto de referencia ha acordado dictar eljisi-

guiente

AUTO

I.- ANTECEDENTES

1.- Mediante escrito presentado en el Juzgado de Guargia el
24 de octubre de 1988, don Argimiro VAzquez Guillén, Proclrador
de los Tribunales, interpuso, en nombre y representacjién de
PREMSA NOVA, S.A., y de don Miguel Serra Magraner, recurso de
amparo contra la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Su-
premo de 18 de julio de 1988, dictada en el recurso de casacién
nim. 807/87, deducido frente a la Sentencia del 21 de marzo an-
terior dimanante de la Sala de lo Civil de la Audiencia Terri-
torial de Palma de Mallorca y recaida en apelacién de los autos
seguidos ante el Juzgado de Primera Instancia de dicha ciudad
sobre proteccién Jjurisdiccional de 1los derechos fundamentales
de la persona.

2.— A los efectos de la presente resolucidén, importa con-
signar que, con fecha 19 de junio de 1986, el Juez de Primera
Instancia nGm. 4 de Palma de Mallorca dictd Sentencia condenan
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do a los recurrentes (la empresa editora del diario "Baleares"
y el director del mismo, respectivamente), por intromisién ile-
gitima en el derecho al honor y a la intimidad personal de don
Lorenzo Vallés Gual y don Jaime Roiget Cabré, a pagar a cada
uno de éstos, con cardcter solidario, la suma de cinco millones
de pesetas. Apelada tal decisién jurisdiccional tanto por,6 el
Sr. Roiget y dofia Angela Gual Farnés (Unica heredera del ent}e—
tanto fallecido Sr. Vallés) como por los solicitantes de anpa—
ro, fue confirmada, excepto en la cuantia de la suma a aborbr,

que se elevd a diez millones de pesetas, por la Sala de lo |Ci-

vil de la A.T. de Palma de Mallorca. Acudieron entonces
aqui actores a la via del recurso de casacién, pero el Trib:nal

Supremo declard, en la Sentencia ante nosotros impugnada, no
haber lugar al mismo, salvo en lo tocante a la condena en fos-
tas de la segunda instancia, extremo del fallo recurrido g se

anuléd.

3.- En el escrito de demanda, los actores, ademés de sypli-
car de este Tribunal el otorgamiento del amparo impetrado|y 1la
anulacién de la Sentencia recurrida y la de agquellas otras de
las que trae causa, interesan igualmente la suspensién fde la
ejecucién de aguella Sentencia y la revocacién de cualquigr me-
dida a dicho fin conducente ya adoptada, invocando la genera-
cién, en otro caso, de un dafio irreparable a la entidad edito-
ra, abocada a una casi segura quiebra y a la paralizacién total

de sus publicaciones.

4.- Admitido a trémite el recurso, el pasado 17 de abril
acordé la Seccidén, a tenor de lo prevenido en el art. 56 de la
Ley Orgénica del Tribunal Constitucional (LOTC), oir al Minis-
terio Fiscal y a los demandantes en relacién con la suspensién
solicitada.

El Fiscal recuerda que el Tribunal viene entendiendo reite-
radamente que, tratdndose de resoluciones judiciales, el crite-
rio a seguir es el de la no suspensién, habida cuenta del inte-
rés general que se desprende de su ejecucidédn. Se opone por ello
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a la suspensién del pago de las indemnizaciones, si bien los
perjudicados deberdn afianzar su eventual devolucién en la for-
ma que el Tribunal estime conveniente.

Por su parte, los recurrentes consideran que la ejecucién
supondria, en los términos del art. 56 de la LOTC, "un per?ui—
cio que haria perder al amparc su finalidad." Dan cuenta pgsi-
mismo de que ya ha tenido lugar la ejecucién provisionalj del
fallo recaido en primera instancia, y luego del dictado por la
Audiencia Territorial, ejecuciédn, sin embargo, afianzadai por
los perjudicados mediante la aportacién de avales bancarios
para el caso de que aquel fallo fuera objeto de reconsideracidn
en instancias posteriores. "El1 levantamiento de tales avales
supondria que la parte actora quedaria sin ningin tipo de| ga-
rantfas, en el caso de que el amparo fuera estimado, en cqanto
al resarcimiento de dicha cantidad toda vez que se ignora quié-
nes son sus beneficiarios y se puede producir una situacign de
insolvencia real o forzada a costa de 1los derechos| del
litigante a la proteccién Jjudicial efectiva incluso en [esta
fase de amparo constitucional". De ahi la necesidad de qgye la
suspensién interesada "constrifia a las dos partes a mantener la
situacién existente al final del proceso sin mover ninguna|pie-

za que pueda suponer la desnaturalizacién del recurso de amparo
haciéndolo inefectivo por inaplicabilidad de la resolucién que
en su dia pueda ser dictada".

IT.- FUNDAMENTOS JURIDICOS

1.- De acuerdo con lo dispuesto en el art. 56.1 de la LOTC,
la Sala que conozca de un recurso de amparo suspenderd, bien de
oficio, bien a instancia del recurrente, la ejecucidn del acto
de los poderes pUblicos por razén del cual se reclame la tutela
del Tribunal cuando tal ejecucién hubiere de ocasionar un per-
juicio que harfa perder al amparo su finalidad. No obstante,
podré denegar la suspensién cuando de ésta pueda seguirse per-
turbacién grave de los intereses generales o de los derechos
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fundamentales o libertades pUblicas de un tercero. A su vez, el
art. 56.2 de la misma Ley determina que la suspensién podré
acordarse con o sin afianzamiento y que la Sala podré& condicio-
nar la denegacién de la suspensién, en el caso de que pudiese
seguirse perturbacién grave de los derechos de un tercero, a,la
constitucién de caucién suficiente para responder de los dafios
0 perjuicios que pudieran originarse.

Pues bien, es verdad que, como recuerda el Ministerio
cal, el criterio seguido por este Tribunal cuando se tratal de
resoluciones judiciales le conduce, de ordinario, a no conceder
su suspensién, habida cuenta del interés general inherente su
ejecucién. Pero también es cierto que el Tribunal ha declatado
asimismo que si bien existe un relevante interés pUblico e
mantenimiento, en toda su eficacia, de los fallos judiciaf
tal interés no excluye -ni podria hacerlo, a tenor de lo
puesto en el art. 56.1 de la LOTC- su eventual suspe
cautelar en el curso del proceso de amparo, aunque ese
interés exige, para adoptar semejante medida, que se haya
ditado suficientemente por quien la inste la irrogacié
otro caso, de un perjuicio que haria perder al amparo su
lidad (cfr. ATC de 13 de marzo de 1989, en el RA 1551/88).

2.~ En el presente caso, los actores manifiestan que ya se
ha procedido, desde el fallo recaido en primera instancia, a la
ejecucidén provisional -con el debido afianzamiento por parte de
los perjudicados- de las sucesivas Sentencias mediante las que
se les condendé a abonar las indemnizaciones referidas en 1los
antecedentes. Por ello, la suspensién que interesan tendria por
objeto el mantenimiento de aquel afianzamiento. Mas la ecuacién
que asi establecen entre la suspensidén impetrada y dicho mante-
nimiento no puede aceptarse. En efecto, como se deduce clara-
mente de la previsién contenida en el art. 56.2, in fine, de la
LOTC, el perjuicio cuya entidad real impone la suspensién que-
dard privado de su cardcter de tal si la denegacién de aquélla
se condiciona a la constiltucién de cauciédn por parte de los be-
neficiarios de esa denegacién, ya que entonces no estariamos
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ante un perjuicio que hiciera perder al amparo que eventualmen-
te se otorgase su finalidad por no poderse restablecer a los
recurrentes en la integridad de sus derechos constitucionales
vulnerados.

En razén de lo expuesto, y atendiendo a lo pedido por el
Ministerio Fiscal, la Sala acuerda denegar la suspensién soli-
citada, condicionando la denegacién a que por los perceptores
de la indemnizacién sefialada en la Sentencia de la Sala de 1lo
Civil de la Audiencia Territorial de Palma de Mallorca de 21 de
marzo de 1987 se afiance, en la forma que acuerde el Juez de
Primera Instancia num. 4 de dicha ciudad, la eventual devolu-
cién del importe de la citada indemnizacién.

Madrid, a veintidos de mayo de mil novecientos ochenta y
nueve.




